
RESUMEN EJECUTIVO

t.- Los HEcHos

Con fecha 6 de diciembre de 2012 se verlficó la recepción de las ofertas y apertura de las

ofertas técnicas de la licitación de la obra pública fiscal denominada "Concesión Vial Rutas del

Loa".

Con fecha 21 de diciembre de 2012 se verificó la apertura de las ofertas económicas de la

l ¡c i tación de la obra oúbl ica f iscaldenominada "Concesión Vial  Rutas del  Loa".

Con fecha 8 de febrero de 2013 se em¡t¡ó el Acta de Adjudicación de la obra pública fiscal

denom¡nada "Concesión Vial Rutas del Loa", a ejecutar por el sistema de concesiones, por la

cual  se declaró la intenc¡ón de adjudicar la concesión de la obra públ ica f iscal  denominada

"Concesión Vial Rutas del Loa" al Grupo Licitante "Consorcio V¡al Anto-Andina" conformado

por las empresas "lnvers¡ones Viales Andina L¡mitada" y "Constructora e Inversiones SANJOSE

Andina Limitada".

Con fecha 27 de agosto de 2013, mediante Decreto Supremo Ne249, del Ministerio de Obras

Públicas, se adjudicó el Contrato de Concesión para la ejecución, reparación, conservación y

explotación de la obra pública fiscal denominada "Concesión Vial Rutas del Loa".

Con fecha 28 de enero de 2014 ingresó a la Contraloría General de la República el Decreto

Supremo Ne249 que adjudicó el Contrato de Concesión para la ejecución, reparación,

conservación y explotación de la obra pública fiscal denominada "Concesión V¡al Rutas del

Loa", para el trámite de Toma de Razón, el cual se cumplió con fecha 10 de abr¡l de 2014.

Con fecha 11 de marzo de 201,4, "Consorcio V¡al Anto-And¡na" realizó una presentación al

Minister¡o de Obras Públicas haciendo presente la dilación injustificada que afectaba -en ese

entonces- la adjudicación del contrato de "Concesión V¡al Rutas del Loa" y solic¡tando se

tomaran las medidas necesarias con el objeto mantener el equilibrio económico del

contrato, dado el hecho antes señalado. Desgraciadamente nunca obtuvimos respuesta del

Ministerio de Obras Públ¡cas respecto de nuestra solicitud.

Con fecha 19 de febrero de 2014, dado el t¡empo transcurrido hasta ese momento entre la

presentación de las Ofertas y la adjudicación del contrato, consorcio Vial Anto-Andino

efectuó una presentación ante la Contraloría General de la República solicitando un

pronunciamiento sobre la dilación injust¡ficada en la adjudicación del contrato de concesión,
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cuyas consecuencias debían ser anal¡zadas y determinadas en el marco legal y contractual de

la Ley de Concesiones de Obras Públ¡cas.

con fecha 17 de abril de 2or4 Ia contraloría General de la República respondió la

presentac¡ón efectuada por el consorcio Vial Anto-Andino señalando: "sobre la materia,

cumple con señalar que las consideraciones y sol ic i tudes formuladas fueron debidamente

ponderadas por esta contraloría General con ocasión del trámite de control preventivo de

juridicidad del decreto Ns249, de 2013, del Ministerio de obras públicas, que adjudicó el

contrato de que se trata, y que este órgano de control, en ejercicio de sus atribuciones

constitucionales y legales, tomó razón del mismo con fecha 10 de abril de 2014,,.

con fecha 28 de abril de 2014 se publicó en el Diario oficial el Decreto supremo Ne249, del

Ministerio de obras Públicas, el cual adjudicó el contrato de concesión para la ejecución,

reparación, conservación y explotación de la obra pública fiscal denominada .,concesión Vial

Rutas del Loa". Vale decir, entre la presentación de la oferta del Grupo Licitante "consorcio

v¡al Anto-And¡na" y el perfeccionamiento del contrato de concesión transcurrieron 50g días.

En cumplimiento de lo dispuesto en las Bases de L¡citac¡ón, con fecha 20 de junio de 2014, se

const¡tuyó la "Sociedad concesionaria sanJose Rutas del Loa s.A." con la cual, de conformidad

con el artículo 9 de Ia Ley de concesiones de obras públicas, se entiende celebrado el

contrato de concesión. La referida Sociedad conces¡onaria se encuentra inscrita a fojas

45.278 número 27.965 del Registro de comercio de santiago correspondiente al año 2o'J.4, y

su extracto fue publicada en el Diario Oficial Ne40.889, de fecha 23 de junio de 2014.

con fecha 30 de junio de 201'4, en cumplim¡ento a lo dispuesto en las Bases de Licitación,

sociedad concesionaria sanJosé Rutas del Loa s.A. pagó a la empresa skanska Loa Inversiones

L¡m¡tada la suma UF 79.758, equivalente a S1.915.310.207 al  momenro oe su pago, por

concepto de reembolso de los estudios de la licitación, en su carácter de postulante de la

Inic iat¡va Pr ivada que dio or igen alcontrato de concesión de la esoecie.

con fecha 09 de ju l io de 2014, en cumpl imiento de lo dispuesto en las Bases de Lic i tación, el

M¡nisterio de obras Públicas hizo entrega de la infraestructura preexistente de la concesión,

la cual desde esa fecha es mantenida y conservada por la sociedad concesionaria sanJosé

Rutas del Loa S.A.

con fecha 25 de julio de 2014, dado los retrasos y dilaciones que había sufrido el contrato de

concesión hasta ese momento, soc¡edad concesionaria sanJosé Rutas del Loa s.A. solic¡tó al

Director General  de obras Públ icas entregar la Garantía de construcción al  vencimiento de la
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Garantía de Seriedad de la Oferta. Con el objeto de no alterar el valor de las obligaciones

pecuniarias de la sociedad Conces¡onaria, dada la diferencia de cuantía entre las Boletas de

Garantía antes señaladas, nuestra representada ofreció cancelar al Minister¡o de Obras

Públicas el costo del valor de la Garantía de Construcción por el tiempo que durará la

prorroga.

Con fecha 4 de septiembre de 20L4, esto es, vencido el plazo establecido en las Bases de

L¡c¡tación para la entrega de la Garantía de construcción, el Director General de Obras de

Públicas, med¡ante ORD. 1109, denegó la solicitud de la Sociedad Concesionaria por cuanto

dicha requer imiento impl ica una modif icación a los plazos contractuales establecidos en las

Base de Licitación.

Con fecha 25 de septiembre de 2014, esto es, estando v¡gente la Garantía de Seriedad de la

Oferta, "Soc¡edad Concesionar¡a SanJosé Rutas del Loa S.A." entregó al Director General de

Obras Públicas el documento denominado "Certificado de Prorroga Boleta de Garantía",

emitido por el Banco Bilbao Vizcaya Argentar¡a Chile, por el cual se extendió hasta el día 30 de

diciembre de 2014 el plazo de validez de la Boleta de Garantía Ne89561, emitida por el

señalado Banco, por la suma de UF 175.000, cuyo tomador era Constructora e Invers¡ones san

José L¡mitada, la cual garantizaba la ser¡edad de la oferta en la licitación por el sistema de

concesiones de la obra pública fiscal denominada "Concesión Vial Rutas de Loa".

Con fecha 26 de septiembre de 2014, med¡ante ORD. Ne1187, el D¡rector General de obras

Públicas notificó a la "Sociedad Conces¡onar¡a sanJosé Rutas del Loa S.A." el incumplimiento

de la obligación de entrega de la Garantía de Construcción. En la oportunidad, de

conformidad con lo dispuesto en el  ar t ículo L1-L2.3.L de las Bases de Lic i tac¡ón y el  ar t ículo

79 del Reglamento de la ley de Concesiones de Obras Públicas, el Director General de Obras

Públ icas requir ió de la Sociedad concesionar ia un informe que contuviera las medidas que

adoptaría para subsanar el  incumpl¡m¡ento.

Con fecha 30 de octubre de ZOL4, "Sociedad Concesionaria SanJosé Rutas del Loa S.A."

respondió el  requer imlento formulado por el  D¡rector General  de Obras Públ icas,  informando

las gest¡ones que se encontraba realizando para el cumplim¡ento de sus obligaciones

contractuales y sol¡c¡ tando el  otorgamiento de un plazo para la implementación de dichas

medidas, las que permitirían entregar la Garantía de Construcc¡ón, todo ello de conformidad

con los dispuesto en el artículo 79 del Reglamento de la Ley de Concesiones de Obras Públicas



y bajo la superv¡sión del Inspector Fiscal. Desgraciadamente dlcha petición nunca fue

contestada.

Con fecha 22 de d¡ciembre d€ 2014, esto es, estando vigente la Garantía de ser¡edad de la

oferta, "Soc¡edad Concesionaria SanJosé Rutas del Loa S.A.", entregó al Director General de

Obras Públicas el documento denominado "Cert¡ficado de Prorroga Boleta de Garantía",

emitido por el Banco Bilbao Vizcaya Argentar¡a Chile, por el cual se extendió hasta el día 20 de

abr i l  de 2014 el  p lazo de val idez de la Boleta de Garantía Ne89561, emit¡da por el  señalado

Banco, por la suma de UF 175.000, cuyo tomador era Constructora e Invers¡ones San José

L¡mitada, la cual garantizaba la seriedad de la oferta en la l¡citación por el sistema de

concesiones de la obra públ ica f iscal  denominada "Concesión Vial  Rutas de Loa".

Con fecha 23 de marzo de 2015, mediante anotac¡ón en el L¡bro de Obras LDO Ne33, el

Inspector Fiscal del Contrato de Concesión informó a la "Sociedad conces¡onar¡a SanJosé

Rutas del Loa S.A." que, con fecha 13 de marzo del mismo año, se había procedido al cobro de

la Garantía de Seriedad de la Oferta por incumplimiento grave de las obligaciones de la

Sociedad Concesionar¡a, según consta en la entrega por parte el Banco BBVA, del depósito a

la v¡sta serie Ns048510-0, por la suma de 54.229.009.750. Desde ya llamamos la atenclón de

la Honorable Comisión Arbi t ra l  sobre la di lación del  Inspector Fiscal  en informar sobre el

cobro de la Garantía de Seriedad de la Oferta, y del hecho que el fundamento de dicho cobro

sería el  incumpl imiento grave de las obl igaciones de la Sociedad Concesionar ia,  en

c¡rcunstanc¡as que dicha declaración se encuentra pendiente de resolución hasta el día de

noV.

Con fecha 06 de abril de 2015, la "Sociedad Concesionar¡a SanJosé Rutas del Loa S.A." solicitó

formalmente al Min¡sterio de Obras Públicas el término anticipado del contrato de concesiÓn

de la especie, por mutuo acuerdo de las partes, en virtud de lo dispuesto en el artículo 27 de

la Ley de Concesiones de Obras Públicas, sin que hasta la fecha tengamos respuesta de

nuestra solicitud.

II.- HECHO NO CONTROVERTIDO

La soc¡edad Concesionaria ha reconocido -no controv¡erte- que existe un incumplimiento objet¡vo

de las Bases de Lic i taclón. Existe evidencia escr i ta de aquel lo.  Sin embargo, ha sostenido que dicho
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incumplimiento ha tenido su origen en circunstancias ¡mprevistas y a.jenas a su voluntad, en las

cuales incluso le ha cabido part ic ipación a la autor¡dad públ ica.

Efect¡vamente "Sociedad Concesionar¡a SanJosé Rutas del Loa 5.A." no constituvó la Garantía de

Construcc¡ón en los plazos est¡pulados en el Contrato de Concesión, por causas imprevistas y

ajenas a su voluntad, tal como se señaló precedentemente.

Cabe hacer presente, que no obstante este incumplimiento a las Bases de Licitación, "Sociedad

Concesionar¡a SanJosé Rutas del Loa S.A." mantuvo vigente la Garantía de Seriedad de la Oferta

desde la presentación de su Oferta Técn¡ca, esto es,06 de diciembre de 2012, hasta el dÍa de su

cobro por parte del Minister¡o de Obras Públ¡cas, esto es, 1.3 de marzo del 2015. En este sentido,

no es efectivo lo señalado por el M¡nisterio de Obras Públicas en su solicitud de ¡ncumplimiento

grave, en cuanto a que el contrato de concesión se habría encontrado sin garantía desde la

adjudicación de la concesión hasta la fecha de presentac¡ón de la demanda. Corrobora lo anterior,

por si ex¡stiere alguna duda, la notificación del Inspector Fiscal a la Sociedad Concesionaria

informándole que se hizo efect¡va la Garantía de Seriedad de la Oferta por ¡ncumplimiento grave

de las obligaciones de la concesionar¡a, lo que demuestra fehacientemente, pese a lo señalado en

la presentac¡ón, que para el MOP el contrato si tenía garantías.

El manten¡miento de la Garantía de Seriedad de la Oferta, que or¡ginalmente vencía el día 30 de

septiembre de 20L4, es una clara manifestación de la voluntad de la "Sociedad Concesionaria

SanJosé Rutas del Loa S.A." de cumplir el contrato de concesión de la especie, además, de una

demostración de la buena fe que ha ¡nspirado su actuar en todo este proceso.

Tal como se lo hicimos presente al M¡nisterio de Obras Públ¡cas desde antes de la adjudlcac¡ón del

contrato de concesión de la especie, y a la propia Contraloría General de la República, la dilación

injustificada en la adjudicación del contrato de concesión de la especie, trajo como consecuencia

situaciones que eran imposibles de preveer al momento de estudiar, analizar y formular nuestra

oferta técnica y económica, razón que amer¡taba que dichos efectos fueran analizados en el marco

legal y contractual de nuestro contrato de concesión.
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Desgrac¡adamente, el Ministerio de Obras Públicas nunca respondió nuestra presentación, en

tanto, la Contraloría General de la República sólo se limitó a ponderar la situac¡ón planteada en el

marco del control preventivo de .juridicidad del Decreto Ne249 de esa Secretaria de Estado,

omitiendo pronunc¡arse sobre los efectos o consecuencias de la referida dilación injustificada de la

adjudicación en el  marco del  contrato de concesión.

Hacemos presente desde ya, que el dictamen de la Contraloría General de la República no niega la

dilac¡ón injustificada en la adjudicación del contrato de concesión, como parece creerlo el

Ministerio de Obras Públicas, sino que hace presente que dlcha situac¡ón fue ponderada en el

marco del examen de jur¡dicidad del Decreto Supremo Ne249, sin que esta circunstancia significara

un impedimento para el trámite de la toma de razón.

El objetivo de la Sociedad Concesionaria nunca fue que la Contraloría General de la Republ¡ca se

abstuviera de tomar razón del Decreto Supremo Ns249, sino hacer presente la dilación

injust¡ficada y obtener una declaración formal de ésta circunstanc¡a, cuyas consecuencias debían

ser anal izadas en el  marco legaly contractual  de nuestra concesión.

En estas condiciones, en forma previa al venc¡miento del plazo previsto en el contrato de

concesión para entregar la Garantía de Construcción (28 de julio de 20L4, por aplicación del

artículo 8.1.1 de las Bases), mediante carta fechada el día 25 de julio de 2014, la Soc¡edad

Concesionar¡a, a través de su representante, solicitó al Director General de Obras Públicas que se

le otorgase una ampliación del plazo para entregar dicha caución. En concreto, se pidió

autorización para entregar la Garantía de Construcción al vencimiento de la Garantía de Seriedad

de la Qferta: el 30 de septiembrc de 20\4, fecha en la que la Sociedad esperaba poder contar con

la Puesta en servicio Definitiva de los hospitales de Ma¡pú y la Florida, que como veremos más

adelante ha . jugado un rol  fundamental  en la imposibi l idad de la Sociedad Concesionar¡a de

aportar las garantías de construcción. En el tiempo intermedio, la Concesionaria ofrec¡ó mantener

vigente la Garantía de Seriedad de la Oferta, además, de cancelar al Minister¡o de Obras Públicas

el costo del valor de la Garantía de construcc¡ón por el tiempo que durará la prórroga, con la

f inal idad de no al terar el  valor de las obl igaciones pecuniar ias del  contrato.
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Como consta en los antecedentes analizados, el Director General de Obras Públ¡cas rechazó la

pet¡ción de la Sociedad Concesionaria fundando tal dec¡sión, básicamente, en su deber de velar

por el fiel cumpl¡miento del contrato de concesión con apego a las normas contractuales y legales

vigentes, y, además, en que dichas normas no contemplarían los mecanismos o las herramientas

que permitirían acoger tal solicitud. Así se constata de la lectura del Oficio Ord. N' 1109, de 4 de

septiembre de 2014, en respuesta a la solicitud de la Concesionaria de 25 de julio del mismo año.

Hacemos presente que s¡empre tuvimos conoc¡miento que nuestra sol¡citud requería de una

modificación contractual, razón por la cual la respuesta de la Adm¡nistración carece de mayor

sustentación y fundamento.  Adic¡onalmente,  s i  su deber era velar por el  f ie l  cumpl imiento del

contrato de concesión, lo que correspondía en ese momento era hacer efectiva la Garantía de

Seriedad de la Oferta y haber requerido de la Honorable Comis¡ón Arbitral la declaración de

incumpl¡miento grave del contrato, situaciones que en la espec¡e no ocurrieron, por lo que su

argumentación también es contrad¡ctoria con la forma en que actuó. Por lo demás, y a mayor

abundamiento, la modificación contractual estaba más que.iustificada, considerando el atraso en

la adjudicación del contrato.

Este actuar contradictorio de la Administración se ve ratificado el día 25 de septiembre de 2014,

esto es, 22 días después de denegar la sol¡citud de prórroga para la entrega de la Garantía de

Construcción, cuando fundado en el artículo 1.tt.2.3.1' de las Bases de Lic¡tación y 79 del

Reglamento de la Ley de concesiones de Obras Públicas, requirió un informe de la Sociedad

Concesionaria con las medidas que adoptaría para subsanar la falta, esto es, no entrega de la

Garantía de Construcc¡ón. Hacemos presente a la Honorable Comisión que el supuesto fáctico

oara dicha actuac¡ón, de conformidad con el numeral 2 del artículo 79 del Reglamento de la Ley de

Concesiones de Obras Públicas, es que no exista per.iu¡cio para el interés público, además, que en

los hechos cualquier medida que se adoptara para subsanar la fa l ta hubiera s ign¡f¡cado una

modificación al contrato de concesión.

Pese a todo este escenar¡o bastante perjud¡cial para la Sociedad Concesionaria, nuestra

representada, con fecha 25 de septiembre de 2014, esto es, estando v¡gente la Garantía de

Seriedad de la Oferta, entregó al Director General de Obras Públicas el documento denominado

"Certificado de Prorroga Boleta de Garantía", em¡tido por el Banco B¡lbao Vizcaya Argentaria Chile,

por el cual se extendió hasta el día 30 de diciembre de Z0t4 el plazo de val¡dez de la Boleta de
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Garantía Ne89561, em¡tida por el señalado Banco, por la suma de UF 175.000, cuyo tomador era

Constructora e Inversiones San José Limitada, la cual garantizaba la seriedad de la oferta en la

licitación por el s¡stema de concesiones de la obra pública fiscal denominada "Conces¡ón V¡al Rutas

de Loa".

El M¡nisterio de Obras Públ¡cas, en los hechos, avaló esta situación ya que no formuló ningún

reparo ni observación sobre la prórroga de la Garantía de Seriedad de la Oferta.

Nuestra situación se agravó aún más con las multas lmpuestas por el Ministerio de Obras Públicas,

las que varían entre UTM 100 y 150, por cada día de atraso en la entrega de la Garantía de

Construcción. En la actualidad, el Ministerio de Obras Públicas nos ha aplicado 220 multas, por el

refer¡do atraso, lo que suma un total de UTM 28.750. Dichas multas, contrariamente a lo

sostenido por la referida Secretaria de Estado, se encuentran con recursos adm¡nistrativos sin

resolver, además, de estar pendiente la instancia ante esta Honorable Comisión Arbitral.

En este escenar¡o de incertidumbre y perjudic¡al hacia la Sociedad Concesionaria, con fecha 22 de

diciembre de 2014, esto es, estando v¡gente la Garantía de Seriedad de la Oferta, entregó

nuevamente al Director General de Obras Públicas el documento denominado "Certificado de

Prorroga Boleta de Garantía", emitido por el Banco Bilbao V¡zcaya Argentaria Chile, por el cual se

extendió hasta el día 20 de abril de 2015 el plazo de validez de la Boleta de Garantía Ns89561,

emltida por el señalado Banco, por la suma de UF 175.000, cuyo tomador era Constructora e

Inversiones San José Limitada, la cual garantizaba Ia seriedad de la oferta en la l¡citación por el

sistema de concesiones de la obra pública fiscal denominada "Concesión Vial Rutas de Loa".

Al igual que en el caso anter¡or, el Ministerio de Obras Públicas, en los hechos, avaló esta situac¡ón

ya que no formuló ningún reparo ni observación sobre la prórroga de la Garantía de Seriedad de la

Oferta. Es más, el MOP hizo uso y se benefició de esta prórroga al hacer efectiva la Boleta de

Garantía de Seriedad de la Oferta

Ciertamente la voluntad de la Sociedad Concesionaria siempre fue cumplir el contrato de

concesión, s¡tuac¡ón que se ve reflejada en todas las actuaciones señaladas precedentemente y en

las dos renovaciones de la Garantía de Seriedad de la Oferta que efectuó, no obstante por
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situac¡ones no imputables a ella se vlo impos¡bilitada en entregar la Garantía de Construcc¡ón

exig¡da en las Bases de Licitación.

Respecto de otros incumplimientos alegados por el Ministerio de Obras Públicas, estos son, "no

pago al Estado del ítem administración y control" y "no pago de multas aplicadas", no dicen

relación con la materia d¡scutida en estos autos, razón por la cual om¡t¡remos pronunc¡arnos

respecto de ellos.

¡II,- DITACIóN INJUSTIFICADA EN LA ADJUDICACIÓN DEt CONTRATO DE CONCESIÓN DE TA OBRA

PÚBtIcA FISCAL ,.CONCESIóN VIAt RUTAS DEL tOA".

Es un hecho c¡erto y no controvert¡do que el plazo que medio entre el acto "Recepc¡ón de ofertas

y Apertura de las Ofertas Técnicas" 106.12.121 y Ia publicación en el Diario Oficial del Decreto

supremo de Adjudicación (28.04.741fue de 508 días, situación que excede con creces los plazos

habi tuales en esta mater¡a.

corrobora nuestra aseveración los dos contratos de concesión lic¡tados inmediatamente

anter¡ores al nuestro, donde los tiempos de adjudicación fueron considerablemente menores. En

efecto, tratándose de la obra pública fiscal "Hospital de Antofagasta", cuya recepción de ofertas

técnicas y económicas se verificó el día 1.8 de octubre de 2012, el contrato de concesión se

perfeccionó con fecha 21 de junio de 2013, oportunidad en la cual se publicó en el D¡ar¡o Oficial el

correspond¡ente Decreto Supremo de Adjudicación. Por su parte, tratándose de la obra pública

fiscal denominada "Concesión para el Mejoramiento y Conservación de la Ruta 043 de la Reg¡ón

de Coquimbo", la apertura de las ofertas técnicas se verificó el día 19 de octubre de 2012,

perfeccionándose el correspondiente contrato con fecha 31 de mayo de 2013, mediante la

publ icación en el  Diar io Of ic ia l  del  Decreto Supremo MOP Ne151.

En términos prácticos, entre la fecha de presentación de las ofertas técnicas y económicas y la

fecha de publicación en el Diar¡o Oficial del correspondiente Decreto de Adjudicación, en el caso

del Hospital de Antofagasta, el plazo que medio fue de 245 días, en tanto, en el caso de la Ruta

D43. dicho plazo fue de 224 días



Si analizamos un caso un poco anterior, como es el de la obra pública fiscal denominada

"Concesión Autopista Concepción-Cabrero", tenemos que el plazo que medio entre la recepción

de las ofertas técnicas y económicas 127.12.1-0) y el de publicación en el diario oficial del

correspondiente Decreto de Adjud¡cación (03.09.11) fue de 250 días.

De los procesos lic¡tatorios anteriores al nuestro analizados se concluye que, tratándose de la obra

pública fiscal "Concesión Vial Rutas del Loa", el plazo que med¡o entre la recepción de las ofertas

técnicas y económicas, y la publicación en el Diario Oficial del Decreto Supremo de Adjudicación,

excedió en casi un 100% los tiempos normales de adjudicación de contratos licitados en forma

coetánea al nuestro.

Nuestro Grupo Licitante, al momento evaluar y formular nuestra oferta técnica y económica,

consideró plazos de adjudicación del  orden antes señalado, s i tuación que se ha vio absolutamente

sobrepasada por hechos que escapan a nuestro control y responsabilidad.

Para los efectos de los cálculos antes señalados, hemos considerado la presentac¡ón de nuestra

oferta técn¡ca y económica, como inicio de contab¡lización del plazo, ya que entendemos es el

momento en que el privado, después de estud¡ar y analizar las Bases de Licitación en forma seria y

responsable, man¡fiesta su consentimiento respecto de los términos y condiciones en que

ejecutará y desarrollará el respectivo contrato de concesión, sin que pueda retractarse en forma

un¡lateral después de d¡cha actuación. Este, es el crlterio que por lo demás recoge la últ¡ma

modificación a la Ley de Concesiones de Obras Públicas, para efectos de hacer aplicable dicho

Cuerpo Normat¡vo a contratos de concesión en proceso de lic¡tac¡ón.

Llama la atenc¡ón la argumentac¡ón esgrimida por el Minister¡o de Obras Públicas sobre esta

materia, conociendo de los recursos de reposición por las multas ¡mpuestas, donde ha señalado:

"En cuanto al plazo de extensión del proceso de licitación y adjudicación del contrato, cabe señalar

que no ex¡ste en las normas que lo regulan, un plazo asociado a duración de la tramitac¡ón de los

actos que deben dictarse para completar el proceso, por tanto, se encuentra dentro de los riesgos

que asumió al partic¡par de un proceso licitator¡o, dado que cada contrato de concesión que se

adjudica presenta sus particularidades, por lo que no es factible comparar como lo pretende la

concesionaria". Lo anterior resulta aplicable s¡empre y cuando los r¡esgos que se asuman se



encuentren dentro de la información relevante disponible en el mercado y la obligación del

licitante d¡ligente tiene ese límite. En este caso, los l¡citantes pudieron preveer un riesgo de

demora de hasta 245 días, pero jamás de más de 500 días. Por otra parte, esta aseveración es

grave pues genera una legítima incertidumbre en los inversionistas en el sentido de que no existe

límite de t¡empo alguno entre la oferta y la adjudicación, riesgo que para cualquier privado es

imposible soportar.

Hasta la fecha desconocemos las particularidades que tendría nuestro contrato de concesión que

justificarían un retraso de casi un I00oA en los plazos de su adjudicación, no obstante lo

anter¡ormente señalado, sobre lo aseverado por el Min¡ster¡o de Obras Públicas nos rem¡timos a

lo d¡ctaminado por la Contraloría ceneral  de la Repúbl ica,  quién pronunciándose sobre el  retraso

en la publicación de una adjudicación, cuyo convocante era la Subsecretar¡a de Educación, ¡ndicó

que: "debiendo señalarse, en este orden, que si bien las bases de licitación no especificaron un

plazo determinado para efectuar tal publicac¡ón, el retraso en efectuarla contraviene lo

preceptuado en el artículo 7e de la Ley Ne19.880, relativo al principio de celeridad, conforme al

cual  las autor¡dades y funcionar ios deben actuar por propia ¡nic¡at iva en la in ic iación del

proced¡miento de que se trate y en su prosecución, haciendo expeditas las actuaciones

oertinentes".

S¡ b¡en n¡ la Ley de Concesiones de Obras Públicas y su respectivo Reglamento, ni las Bases de

Lic i tación de la especie contemplan un plazo determinado en el  cual  e l  Minister io de Obras

Públicas deba efectuar la adjudicación del contrato de concesión, la demora en la tramitación

normal del correspondiente acto administrativo contraviene lo preceptuado en el artículo 79 de la

Ley Ne19.880, relat¡vo al principio de celeridad con el cual deben actuar las autoridades y

funcionar ios de la Administración, no exist iendo n¡nguna causa que just i f ¡que alguna dist inción

como la que pretende el Ministerio de Obras Públicas.

La dilación injustificada en la Adjudicación del Contrato de Concesión trajo importantes efectos en

los análisis y consideraciones efectuados por la Sociedad Concesionaria al momento de formular

su oferta técnica y económica, entre otros, los sigu¡entes:

. Sobrecostos en Ia Obra



En primer lugar, dicha dilación encareció el valor del proyecto producto la devaluación de la UF

respecto del Euro y el Dólar que se generó en ese periodo. En efecto, el día 6 de diciembre de

2012, fecha en que se presentaron las Ofertas Técnicas y Económicas en la l¡citación de la obra

pública fiscal "Concesión V¡al Rutas del Loa", el valor de una Unidad de Fomento, mecanismo en la

que se encuentran expresadas todas las obligaciones pecuniarias del contrato, era equ¡valente

36,66 Euros y a 47,71- Dólares de los Estados Un¡dos de Norteamérica, en tanto, en febrero de

2014, fecha aproximada en que ¡ngresa a la Contraloría General de la República el Decreto

Supremo de Adjudicación, el valor de una Unidad de Fomento equivalía a 30,99 Euros y a 42,28

Dólares de los Estados Unidos de Norteamérica, vale decir, en un plazo de 14 meses contados

desde la presentación de nuestra Oferta Técnica y Económica, la Unidad de Fomento se devaluó

respecto del Euro en un'J-5,46yo, en tanto, su devaluación respecto del Dólar de Estados Un¡dos de

Norteamér¡ca alcanzó un 72,84o/o.

Variaciones como las antes señaladas no son triviales para una empresa de or¡gen extranjero

como la nuestra. Tal como señalamos precedentemente, las consecuencias que esta d¡lación

afectaron el régimen económico del contrato de concesión y en su equilibr¡o económico

financiero.

.  Hospi ta les Maipú y La Flor ida

Esta dilación ¡njustificada en la adjudicación del contrato de concesión de la obra pública fiscal

denominada "Concesión Vial Rutas del Loa", además de generar importantes sobrecostos,

respecto de los cuales hacemos expresa reserva, trajo como consecuencia que el referido proyecto

coexist¡era en su ¡n¡c¡o con el proceso de Puesta en Servicio Definitivo de los Hosp¡tales de Maipú

y La Florida, viéndose afectado por todas las incertidumbres y desconfianzas que rodearon la

seña lada Puesta en Servicio.

No sólo el Ministerio de Obras Públicas, que es la contraparte de la Concesionaria, a través de la

respectiva Inspección Fiscal, rev¡so los antecedentes remitidos por la Concesionaria al efecto de

obtener la Puesta en Serv¡cio Def¡n¡t¡va de las obras, s¡no que, además, ha interven¡do en tal

act iv idad el  Minister¡o de Salud.



Desgraciadamente, durante el procedim¡ento de Puesta en Serv¡cio Definitiva se experimentaron

todo tipo de vac¡lac¡ones por parte del Ministerio de 5alud, con avances y retrocesos

permanentes, demostrando una absoluta descoordinación con el Minister¡o de Obras Públicas ,

que sí estaba por avanzar de manera objetiva conforme al proceso reglado del Contrato de

Concesión. Sin embargo, y a pesar de que el Minister¡o de Obras Públicas era la contraparte of¡cial

de la Sociedad Concesionaria en el contrato de concesión, el Ministerio de Salud terminó

imponiendo sus condiciones, echando pie atrás en la revisión de las observaciones, volviendo a

formularlas, no obstante que ya habían s¡do levantadas, y a pesar de que el Inspector Fiscal ya

había comunicado a la Sociedad Concesionar¡a que las observaciones estaban todas levantadas y

resueltas.

S¡ b¡en estamos en presencia de contratos administrativos d¡ferentes, hacemos presente a la

Honorable Comisión Arbitral que quienes conforman la Sociedad Concesionaria SanJose Rutas del

Loa S.A., forman parte del Grupo Empresarial San José S.A., el que, además, tiene a su cargo la

concesión de los hospitales de Maipú y de La Florida.

Grupo Empresar¡al  San Jose S.A. (en adelante GESJ) y sus pr incipales ent¡dades f i l ia les (entre las

que se encuentran la "Sociedad Conces¡onar¡a SanJosé Rutas del Loa S.A. y la Sociedad

concesionaria San José-Tecnocontrol. S.A.) todas ellas afectadas de un acuerdo de crédito

sindicado de 21 de abr i l  de 2009 (acuerdo de ref inanciación de la deuda que en el  momento de su

formalización dicho Grupo sostenía con sus entidades acreedoras), iniciaron en el pr¡mer trimestre

del año 2014, negociaciones con las entidades financ¡eras acreedoras firmantes de dicho contrato

y titulares de una pluralidad de créditos bilaterales, para proceder a una nueva reestructurac¡ón y

refinanciac¡ón de aquellos derechos de crédito.

En efecto, es en el primer trimestre de 20t4, que GESJ y sus principales ent¡dades acreedoras

(Banco Popular, BBVA, Barclays Bank, Bankia, NCG Banco, Banco de Santander y SAREB) ¡n¡ciaron

aquella negociación en vlrtud de una carta mandato anterior que const¡tuyó un Comité de

Segu¡miento y Negociación del recién iniciado proceso de reestructuración de aquella deuda,

Dicha negociación se ¡nstrumental¡zó sobre un Plan de Negoc¡o elaborado y presentado por GESJ a

sus acreedores y entre otras cuestiones tuvo como objeto el endeudam¡ento que el mismo había



asumido frente a sus acreedores para er desarroto y ra atención normar y puntuar de ras
obrigaciones d¡manantes der contrato de concesión de ros hospitares de Maipú y La Frorida.

En concreto en ras negociaciones con ros acreedores se prantearon, entre otras cosas, ros prazos
para atender ra amort¡zación y demás condiciones de ese endeudam¡ento; y er pran de Negocio
elaborado por GEsJ contemplaba como ámb¡to de actuac¡ón futura los negocios concesionales
(con especiar énfasis en ra oportunidad que para er desarroto de ros mismos existían en ra
República de chile), y con especial mención al ya adjudicado contrato de la .,concesión 

vial Rutas
del Loa".

Precisamente para ratificar ra viabiridad de dicho pran de Negoc¡o en er ámbito concesionar,
asegurar a ra banca acreedora ra devorución de ra deuda que hasta Ia fecha había generado el
desarrorro de dicha activ¡dad en Chire, y obtener su beneprácito y apoyo económ¡co y financiero en
relación a ra concesión "Viar Rutas der Loa", se diseñó una em¡s¡ón de bonos, para ro cuar se
suscribió el correspond¡ente contrato de emisión de bonos por escr¡tura púbr¡ca con fecha g de
jul io de 2014.

La operación de bonos diseñada preveía ra emis¡ón y corocación de ros mismos, en er tercer
cuatrimestre der año 2014, para sí en esas m¡smas fechas, y en pararero a ra negociación de aoue,
acuerdo de reestructurac¡ón, amortizar ya parte de la deuda (la nacida del negocio concesional en
Chile) y ratificar la viabil¡dad de tas líneas básicas del plan de Negocio futuro elaborado por GESJ en
aquello relativo al negocio concesional.

Ahora bien, por ra propia naturareza y reguración apricabre ar contrato de conces¡ón de ros
hosp¡tales de Maipú y La Frorida, una de ras condiciones esenc¡ares para ra em¡sión de ros bonos,
era que se obtuviera ra puesta en servicio Def¡nitiva de ambos centros hospitararios, que no,egó
s¡no hasta el 13 de febrero de 2015.

Ello tuvo como consecuencia, que en ra fase finar de ra negoc¡ac¡ón der acuerdo de
reestructuración, que se firmaría el 29 de diciembre ZO.J- , no se hubiesen cumplido parte de las
prev¡siones sobre ras que este se había estado negociando, esto es, obtenc¡ón de ra puesta en
servic¡o Defin¡tiva de los hospitales de Ma¡pú y La Florida y la Emisión de Bonos correspond iente.

\ tq
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Estas c¡rcunstancias perjudicaron notablemente la negociación, además, de afectar las condiciones

finales impuestas por los bancos, donde nos vimos en la obligación (dada la desconfianza

generada) de establecer una ser le de l imi taciones y obl igaciones al  Grupo 5an José, entre las

cuales, se encuentra aquella de no poder conceder ningún tipo de préstamo, crédito, garantía o

contragarantía o cualquier tipo de financiación de fondos, realizar aportación alguna, dar garantías

(ni reales ni personales) o prestar caución de cualquier tipo a la "Sociedad Concesionaria SanJose

Rutas del Loa S.A."

Dicha obl igación, única al ternat iva que permit ía v iabi l izar la cont inuidad económica del  Grupo San

José, trajo como consecuencia que nos pusiéramos en la imposibilidad, ya no solo financiera slno

también jurídica, de poder cumplir en tiempo y forma con nuestras obl¡gac¡ones derivadas del

contrato "Concesión Vial Rutas del Loa". Hacemos presente a Ud. que la no aceptac¡ón de la

obligación señalada en el numeral anterior habría sign¡ficado que el Contrato de Deuda no se

firmara, lo que habría generado graves consecuenc¡as al Grupo San iose que muy probablemente

hubieran signi f icado el  término de su giro.

Esta situac¡ón fue informada al Ministerio de Obras Públicas, solicitando el término del contrato de

concesión por mutuo acuerdo, s¡n que hasta a la fecha hayamos tenido respuesta.

Nada de esto hubiera ocurrido si el contrato "Concesión V¡al Rutas del Loa" se hubiera adjudicado

dentro de plazos normales. En efecto, si aplicamos una plazo de 250 días para la adjudicación del

contrato de concesión de la especie, tenemos que éste debió estar ad.judicado el día 8 de agosto

de 2013, esto es,290 días antes que se solicitará la Puesta en Servicio Defin¡tiva de Hospitales.

IV,. ACTUCTON DE tA ADMINISTRACIóN FRENTE A LA DITACION INJUSTIFICADA

Como argumentos para probar la buena fe que ha presidido nuestras actuaciones frente a la

convención administrat¡va, la Sociedad Concesionar¡a ha dado cumplimiento a todas las

obl igaciones que se Ie imponen durante la fase contractual  en la que se encuentra y ha manten¡do

vigente la Garantía de Seriedad de la Oferta. La últ¡ma renovación ocurrida en diciembre fue hasta

el  mes de abr i l  del  año 2015 en curso.
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Atend¡do los antecedentes descritos y el conflicto que se ha generado entre las partes, resulta

ineludible preguntarse ¿El comportam¡ento de la administración contratante ha influido en el

cumpl imiento de la obl igación contractual?

Ello nos permit¡rá concluir si en este caso ex¡sten hechos que configuran o no un

¡ncumplimiento de las obligaciones del contrato que haga jurídicamente pert¡nente la aplicación

de la sanción por parte de la autoridad pública competente de la forma que lo ha hecho en este

caso concreto.

Para que la demora en constituir y otorgar dicha garantía del contrato configure una

responsabilidad contractual de la Sociedad Conces¡onaria, y ésta sea, por efecto de ello,

merecedora de la sanción prevista en el contrato, el hecho causal ha debido emanar de su entera

voluntad; y es esa circunstancia la que vamos a poner en duda.

La misma Sociedad Concesionaria ha afirmado que ex¡sten hechos que der¡van de actos u

omisiones de la Administración contratante que aquélla no tenía posibilidad de prever ni tampoco

de controlar completamente, y que habrían afectado, a su vez, el cumplimiento oportuno de sus

propias obligac¡ones contractuales.

Como se ha señalado, ya en carta enviada a la autoridad pública competente desde el inicio de la

concesión, el proceso de negociación con los financistas externos para obtener los recursos

necesarios para la ejecución de las obras contratadas bajo el régimen de concesión, se ha

complejizado. Ello, debido a las demoras que ha sufrido el proced¡miento de licitación de la

especie; esto es, porque han exist¡do hechos que han alterado el desarrollo normal del contrato de

conceston.

Sobre el particular, se ha acreditado por la Sociedad Concesionaria, con antecedentes objetivos y

que derivan de otros procedim¡entos administrativos similares desarrollados por el Ministerio de

Obras Públicas, que el plazo que demoró el proceso de lic¡tación de la especie -más de 500 días

desde que se recibieron las ofertas hasta la fecha en que fue publicado en el Diario Oficial el

Decreto Supremo que dispone la adjudicación del contrato de concesión- supera con creces el

plqzo normol o habituol que se halla alrededor de los 200 días.



Este hecho, incluso fue denunciado por la entonces Adjudicataria, ante la Contraloría General de la

República, haciendo notar, en esa oportunidad, que este hecho podía alterar el debido y justo

equilibrio económico de las prestaciones recíprocas que componen el contrato de concesión.

A su vez, se ha hecho notar que existe otro importante proyecto de concesión de obra pública que

emprende el  Grupo Económico del  que forma parte del  Soc¡edad Concesionar ia Rutas del  Loa, que

se ha visto afectado en su fase de Puesta en Servicio Defin¡t¡va, por actos que no sólo consisten en

dar respuesta oportuna y satisfactoria a las observaciones de carácter técnico que formula la

autoridad administrativa a la Concesionaria, sino que, en la generación de la situación han actuado

terceros a la relación contractual, y ello, sin que la contraparte pública -MOP- haya actuado para

evitar los efectos de esta impertinente intervención provocan para la marcha normal de los

Drocesos contractuales.

Aunque se trata de relaciones jurídicas o contratos diversos, las consecuencias de la actuación de

la Administración en ambos casos, ha colaborado dec¡sivamente en la actitud adoptada por los

financistas de la Sociedad Concesionaria SanJose Rutas del Loa S.A., consistentes en paralizar

cualqu¡er tipo de apoyo f¡nanciero a la Sociedad mientras no se obtenga la PSD de los hospitales.

Ello, no es de extrañar, si atendemos al hecho cierto que en países como Chile existen pocos

f¡nanc¡stas que puedan soportar la envergadura de proyectos de invers¡ón de los que se trata en el

caso concreto.

Los descritos son hechos objetivos y concretos que dificultan, disminuyen o limitan las

posibi l idades de negociación. quien opere en el  negocio o en la industr ia de las obras públ icas lo

sabe bien. Por ende, ambas partes del contrato de concesión de obra pública de la especie, que

son conocedores de estos elementos, no pueden desconocer su efecto en la ejecución de los

compromisos que han adquir ido,  sobre todo cuando éstos son a largo plazo o involucran al tos

riesgos financieros y económicos.

Para abordar esta controversia bien vale la pena acudir al principío de la rozonobilidad.

En efecto,  para anal izar el  grado de cumpl imiento de las obl igaciones de un contrato

administrat¡vo bien podemos partir del supuesto básico de que no se puede exigir la ejecución del
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contrato en tiempo oportuno al Concesionario cuando la Administración, por su parte, no ha

cumplido en tiempo y forma sus prop¡as obligac¡ones, como ocurre por ejemplo, cuando no

entrega el terreno donde debe ejecutarse la obra pública, o los planos, elementos o materiales

que el órgano se obligó a sum¡nistrar, o Ia devolución de las pruebas corregidas, etc. Se trata de

si tuac¡ones de hecho generadas por la Adm¡nistración que hacen razonablemente imposible o

dificultan, a su vez, el cumplimiento de las obligaciones a cargo del contratante privado.

Dentro de las medidas que cabe aplicar para corregir los desequilibrios que se generan por estos

incumpl imientos de la Administración, que afectan razonablemente el  cumpl imiento de las

impuestas al contrat¡sta privado, está la prórroga o ampliación del plazo contractualincumplido.

Esa era la soluc¡ón que en este caso concreto ha pedido la Sociedad Concesionaria a su

contraparte pública, sin éxito, por cierto.

Para examinar los efectos que han tenido los hechos de la Admin¡stración en el  incumpl imiento de

la Concesionaria de entregar oportunamente la garantía de Construcc¡ón, tamblén podemos

acudir al principio de lo bueno fe que opera en esta como en cualquier otra clase de contratos.

Como se sabe, la buena fe es un criterio normat¡vo para el ejercicio de los derechos y potestades y

el cumpl¡miento de las obligaciones. Y conforme a éste, las partes no sólo deben comportarse en

el seno de la relación jurídica según lo dispuesto en la lex controctus, sino también conforme a las

exigencias et¡cosoc¡ales. El acercamiento de dos sujetos en un contrato exige cooperación leal,

honesta sol¡daridad e ¡rrestr¡cta fidelidad.

Así, alguna doctrina espec¡al¡zada ha definido la buena fe contractual como la "activa cooperación

en ¡nterés ajeno, en una actitud de fidelidad al vínculo, por el cual una de las partes de la relación

obligatoria está pronta a satisfacer la expectat¡va de prestación de la contraparte".

Al licitante, durante la fase de formación del contrato administrativo, se le exige, por aplicación del

pr¡ncipio de buena fe, entre otros, que aplique una ejemplar rigurosidad en su comportamiento.

Se le impone la obligación de adoptar una conducta diáfana y veraz, por lo que, por ejemplo, debe

abstenerse de suministrar a la Admin¡stración datos o informes inexactos sobre sus cualidades con

el fin de obtener mediante engaño, la adjudicación del concurso. El ordenamiento jurídico

proscribe toda pretensión de una persona que, defraudando la confianza depositada en ella por
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otra persona, se base en una conducta torc¡da o fraudulenta. El contrato administrativo que

celebra una ent idad públ ica inducida en error por su contraparte pr ivada está v ic iado de nul idad y

de el lo nace la obl igación del  causante de la nul idad de indemnizar los daños causados al  Estado o

entidad pública contratante.

Pero la lealtad también exige a la entidad pública, durante el procedimiento de generación y de

adjud¡cación de la relación jurídica, adoptar un comportamiento claro, veraz e inequívoco, so pena

de tener que resarcir los daños que pueda causar a los posibles contratistas -licitantes-, que

actúan de buena fe y de acuerdo al principio de confianza legítima, una conducta de la

Administración confusa, inexacta o ¡noportuna. La buena fe contractual ex¡ge siempre "que cada

parte haga honor a la conf ianza que hay en el la depos¡tada, que se at¡enda a las imposic iones de la

leal tad y al  pr¡ncipio de equivalencia de prestaciones; que deseche cualquier tentat iva de

enriquecimiento injusto a costa del contratante, que no exija el cumplimiento de prestac¡ones

onerosas para la otra parte e ¡nútiles para quien las reclama".

La doctrina publicista también nos ha enseñado que en el ejercicio de los derechos y

potestades podrán vulnerarse las normas ét¡cas de la bono fides en razón de los sujetos,

contenido y del  lugar,  e l  t iempo y la forma.

En cuanto a los sujetos, se atenta contra las normas éticas de la buena fe cuando la

Administración, conscientemente le exige al contratista el cumpl¡m¡ento de una prestaciÓn en

c¡rcunstancias de inferioridad, tales como enfermedad, ausencia o situación social, siempre que el

¡nterés públ ico no lo requiera de modo inaplazable.

En razón del contenido, se infringe la buena fe en aquellos casos en que, teniendo la

Administración la facultad de ex¡g¡r optativamente diversas prestaciones al contratista, le pide

aquella que resulta contraria a la conducta leal que cabe esperar de un hombre normal, por

ejemplo,  declarar la caducidad estando bastante avanzada la obra,  en vez de apl icar una multa.

En razón del lugar, se infringe la lealtad deb¡da al contratista cuando la Adm¡nistrac¡ón escoge un

lugar inadecuado para el  cumpl imiento de la obl igación.
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En cuanto al  t iempo, se vulnera la buena fe cuando la Administración ejerce el  derecho

prematuramente, en forma tardía o le señala una plaza inadecuada al sujeto pasivo para la

rea lización de la orestac¡ón.

F¡nalmente, en razón de la forma, se atenta contra la buena fe cuando la Administración

desestima la trascendenc¡a de los defectos que se presentan en el procedimiento de formación del

acto administrativo en la medida que su ejecución contra la voluntad del obligado, le acarrea a

este graves perjuicios.

En consonancia con los postulados de la buena fe, corresponde a la Administración observar,

desde el momento del llamado a licitación hasta la conclusión del contrato, una conducta diligente

y leal  que perm¡ta el  mantenimiento y la normal cont inuidad del  procedim¡ento de formación del

contrato. Además, tanto la Administración como el adjudicatario quedan obligados en v¡rtud de la

ley no sólo a cumplir las exigencias que la ley establece para el perfeccionamiento de la relación

jurídica de que se trata, sino que la lealtad les ¡mpone un deber de cooperación recíproca para el

perfecc¡ona miento oportuno del contrato.

De esta forma, la demora u omisión de una de las partes en la observancia de los requ¡s¡tos que

requiere el perfeccionam¡ento del contrato puede frustrar el fln de la misma convención o tornarla

más onerosa; por ejemplo,  encarecer el  f inanclamiento de las obras.

En conclusión, en el  caso en anál is is,  b ien puede acudirse a la apl icación de los pr incipios de

razonabilidad, como al de la buena fe, para advertir la necesidad de equilibrar las prestac¡ones

debidas en este contrato en part¡cular. En concreto, el plazo dentro del cual el Concesionario

debía otorear la Garantía de Construcc¡ón.

Desgrac¡adamente ninguna de estas alegaciones fue atendida por el Ministerio de Obras Públicas,

encontrándonos actualmente en la imposibilidad técnica y jurídica de cumplir el contrato de

concesión de la especie, no restando otra alternativa que la de allanarse a la solic¡tud de

¡ncumpl imiento grave de las obl igaciones del  concesionar io requer ida por el  M¡n¡ster io de Obras

Públ icas.



V.- PERJUICIOS

El M¡n¡ster¡o de Obra Públicas en el acápite Vlll de su presentación denom¡nado "Perjuicios",

señala que el incumpl¡miento grave en que ha incurrldo la "Sociedad Concesionaria sanJosé Rutas

del Loa" le habría significado cuantiosos perjuicios al Estado de Chile, razón por la cual solic¡ta a la

Com¡sión Arb¡tral reserve al Minister¡o de Obras Públicas el derecho demandar v discut¡r el monto

de los perjuic¡os en otro juicio diverso, como dispone el inciso segundo del artículo 173 del Código

de Procedimiento Civ¡1.

Sobre el particular solicitamos se rechace de plano esta alegación, por las siguientes

cons¡derac¡ones:

. S¡ los hipotéticos perjuicios los ha sufrido el Estado de Chile, tal como se señala en la

presentación, el Ministerio de Obras Públicas carece de legitimación activa y representac¡ón

para formular esta reserva y demandar judicialmente d¡chos perjuicios. Señala la presentac¡ón:

" . . .se reserva el  Mln¡ster io de Obras Públ icas el  derecho a demandar y d¡scut¡r  en otro ju ic¡o

diverso sobre el monto de los perjuicios sufr¡dos por el Estado de chile con mot¡vo del

incumpl imiento grave decla rado".

. El artículo 173 del Código de Procedimiento señala:

"Cuando una de las partes haya de ser condenada a la devolución de frutos o a la

indemnización de perjuicios, y se ha litigado sobre su especie y monto, la sentencia

determinará la cant idad l íquida que por esta causa deba abonarse, o declarará s in lugar el

pago, s¡ no resultan probados la especie y el monto de lo que se cobra, o, por lo menos, las

bases que deban servir  para su l iquidación al  e jecutarse la sentenc¡a.

En el caso de que no se haya lit¡gado sobre la especie y el monto de los frutos o perjuicios, el

tr¡bunal reservará a las partes el derecho de d¡scut¡r esta cuestión en la ejecución del fallo o en

otro ¡uic¡o d¡verso".
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En el caso particular de la especie no concurren los supuestos establecidos en la Ley para que el

Tr¡bunal reserve a las partes el derecho de discutir sobre el monto de los perjuic¡os. En efecto,

la presentación formulada por el Ministerio de Obras Públicas se encuadra en su obligación

legal establecida en el artículo 30 de la Ley de Concesiones de Obras Públ¡cas que señala que la

D¡rección correspondiente, previo pronunc¡amiento favorable de la Comisión Arbitral estará

facultada para solicitar la declaración de extinción de la concesión cuando concurra alguna de

las causales establecidas en el artículo 27 de referido Cuerpo Legal, dentro de las cuales se

encuentra el ¡ncumplimiento grave de las obligaciones del concesionario.

El pronunciamiento de la Honorable Comisión Arbitral no condenará perjuicios en favor o en

contra de ninguna de las partes del contrato, por lo que mal podría reservarse a una de ellas el

derecho de discut¡rse sólo su monto, cuando no ex¡ste una sentenc¡a judicial que haya

condenado al  pago de los mismos.

VI,- ALGUNAS CONSIDERACIONES FINATES

"sociedad concesionar¡a SanJosé Rutas del Loa" reconoce no haber constitu¡do la Garantía de

construcc¡ón dentro de los plazos establec¡dos en el Contrato de Conces¡ón.

D¡cho infracc¡ón, de conformidad con las Bases de L¡c¡tación y Reglamento de la Ley de

Concesiones de Obras Públicas, es causal de ¡ncumplimiento grave de las obligaciones de Ia

Sociedad Concesionar¡a.

En tal sent¡do, "Sociedad Conces¡onaria SanJosé Rutas del Loa" no se opone a la solicitud de

incumplimiento grave de sus obl¡gaciones solicitada por el Minister¡o de obras Públ¡cas.

No obstante lo anteriormente señalado, "Sociedad Concesionaria SanJosé Rutas del Loa" viene en

hacer presente, para todos los efectos legales y contractuales que correspondan, que la no

entrega de la Garantía de construcción en la forma y cond¡c¡ones establecidas en las Bases de

Licitación, obedece a hechos y situaciones no imputables a ella ni de su responsa bilidad.
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Dado lo anteriormente expuesto, "Sociedad Concesionar¡a SanJosé Rutas del Loa" viene en hacer

presente que ejercerá ante esta Honorable Com¡sión Arb¡tral todas las demandas y acciones que le

puedan corresponder, con el objeto de resarcirse de los daños y perju¡cios que ha sufrido como

consecuencia de los hechos antes señalados, en los cuales no le ha cabido ninguna responsabilidad

y que lo han puesto en la imposibilidad de cumpl¡r el contrato de concesión de la especie.

Sin perju¡cio de lo señalado en el Primer Otrosí, "Sociedad Conces¡onaria SanJosé Rutas del Loa"

hace expresa reserva de todos los derechos y acc¡ones que le puedan corresponder derivados

directa o indirectamente del contrato "Concesión Vial Rutas del Loa"

A tA HONORABLE COMISIóN ARBITRAT DEI CONTRATO DE CONCESIóN VIAL RUTA DEL tOA

PEDIMOS: tener por contestada la solic¡tud de incumplimiento grave de las obligaciones de la

Sociedad Conces¡onaria interpuesta por el Minister¡o de Obras Públicas, y en definitiva declarar:

Que "Sociedad Concesionaria SanJosé Rutas del Loa" incurrió en incumplimiento grave del

contrato de concesión de la obra pública fiscal denominada "Concesión V¡al Ruta del Loa", al

no haber constituido en los plazos definidos en el Contrato de Conceslón la Garantía de

Construcción.

Que se rechaza la solicitud de reserva efectuada por el Ministerio de Obras Públicas, por los

perju¡c¡os que habría sufrido el Estado de Chile por la declaración de ¡ncumplimiento grave.

Que las costas se paguen por m¡tades, ten¡endo en consideración que ha existido motivo

pla usible para litlgar.


